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Resumen
Este trabajo realiza una somera descripción de ciertos aspectos vinculados a la autonomía física de la población femenina que compone el Mercosur. Mediante el análisis y la descripción de los indicadores: femicidios, muerte de mujeres ocasionada por su pareja o ex-pareja íntima, maternidad adolescente, mortalidad materna y demanda insatisfecha de planificación familiar propuestos por el Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) se abordan dos de las dimensiones que dan cuenta de la problemática aludida: el respeto a los derechos reproductivos de las mujeres y la violencia de género.
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Presentación
Comúnmente se piensa que todo lo que se busca explicar en relación con los seres humanos puede aclararse a partir de la consideración de individuos aislados. Pero como los seres humanos se asocian entre grupos, los conflictos son un aspecto de las estructuras sociales, producto de la convivencia: “No es la agresividad lo que desencadena los conflictos, sino los conflictos los que desencadenan la agresividad” (Elias, 2009: 186). Y al advertir el alcance de tal enunciado se hace posible explicitar el interrogante que tensa esta investigación: ¿cuál es el conflicto grupal que se procura zanjar mediante la visibilización de la situación de las mujeres, considerando que son objeto de prácticas discriminatorias vinculadas con la redistribución social y económica, así como con el reconocimiento político y simbólico, todo lo cual atenta contra su autonomía, ya sea económica, física o en la toma de decisiones? 
Existe coincidencia en afirmar que es una obligación de los Estados mejorar las condiciones de vida de la población mediante políticas que permitan transitar, en este caso, hacia la superación de las situaciones de discriminación que socavan el bienestar de las mujeres y de las niñas en cuanto individuos y en cuanto grupo social. 
Igualmente existe la inquietud social y política de determinar por qué los varones en la región se involucran en hechos de violencia poniendo en riesgo a mujeres, niñas/os y a otros hombres aunque, las investigaciones revelan que el uso de la violencia se encuentra asociado al mundo masculino (Barker, Aguayo y Correa, 2013:5). Pese a que en las últimas décadas se han logrado avances persisten inequidades asociadas a patrones de socialización y a normas estereotipadas y tradicionales de género, entre otros factores, que promueven y sostienen la violencia en sus múltiples aspectos en contextos sociales, laborales, familiares y de pareja. Una prevalente forma de violencia masculina es aquella que se ejerce contra las mujeres y las niñas (VCM/N) denominada violencia de género o violencia basada en razones de género expresión que se emplea para resaltar que la agresión a las mujeres y niñas difiere de la violencia destinada a los varones puesto que las mujeres, históricamente, han sido subyugadas en contextos de subordinación social, legal y económica —en algunos casos aún vigentes— a nivel global.
Actualmente se admite que existen cinco tipos de VCM/N: física, psicológica, sexual, económica y patrimonial, y simbólica. Esta última —siendo la más sutil— es la más generalizada pues se reproduce mediante patrones estereotipados, mensajes, valores, imágenes o signos que configuran distintos aspectos de la dominación, la desigualdad y la discriminación en las relaciones sociales, naturalizando la subordinación de la mujer en la sociedad. A pesar de los avances legales e institucionales en la materia, la VCM/N continúa siendo una temática que demanda la presencia estatal mediante masivas manifestaciones públicas.
Con todo este trabajo[footnoteRef:2] se propone realizar una somera descripción de ciertos aspectos vinculados a la autonomía física de la población femenina que compone el Mercosur. Dicho de otro modo mediante el análisis y la descripción de los indicadores: femicidios, muerte de mujeres ocasionada por su pareja o ex-pareja íntima, maternidad adolescente, mortalidad materna y demanda insatisfecha de planificación familiar propuestos por el Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) se abordarán dos de las dimensiones que dan cuenta de la problemática aludida: el respeto a los derechos reproductivos de las mujeres y la violencia de género. [2:  El trabajo se integra al proyecto El no-dato: sistemas estadísticos nacionales y derechos humanos universales en países miembros del Mercosur.] 


Breve reseña poblacional
Es sabido que el Mercado Común del Sur (Mercosur) es un proceso de integración regional inicialmente formado por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay al que se sumaron Venezuela y Bolivia que se encuentra en proceso de adhesión. Dicha integración iniciada hacia 1991 se propuso forjar vías para el intercambio comercial a través de la interrelación de las economías nacionales al contexto internacional estableciendo acuerdos con países o grupos de países como sucede con Colombia, Perú, Chile, Ecuador, Guyana y Suriname vinculados a dicho proceso en calidad de Estados Asociados.[footnoteRef:3]  [3:  Estos participan en actividades y reuniones del bloque y cuentan con preferencias comerciales. Se debe contar a México y Nueva Zelanda en tanto Estados Observadores.] 

Entre los principios del Mercosur destaca aquel que manifiesta que, la integración económica buscada no debería eludir el "rostro humano" que motivó acuerdos en materia migratoria, laboral, cultural y social.[footnoteRef:4] En tal sentido para la generación de información y la formulación e implementación de políticas públicas hay que tener en mente que, la población femenina no conforma un conjunto uniforme pues existen diferencias que potencian la situación de vulnerabilidad de mujeres y niñas. El cuadro 1 presenta la composición de la población femenina según grupos de edad quinquenales de los Estados miembros del Mercosur. [4:  Por dar un ejemplo los Estados Partes reglamentaron la Declaración Sociolaboral del Mercosur del 2015 (2015: 4) a fin de garantizar la no discriminación “efectiva de derechos, trato y oportunidades en el empleo y la ocupación, sin distinción o exclusión por motivo de sexo, etnia, raza, color, ascendencia nacional, nacionalidad, orientación sexual, identidad de género, edad, credo, opinión y actividad política y sindical, ideología, posición económica o cualquier otra condición social, familiar o personal”.] 

Cuadro 1. Población femenina según grupo quinquenal de edad, total de la población y superficie (km2). Estados miembros del Mercosur, 2012
[image: ]
Fuentes: INDEC. Estimaciones y proyecciones elaboradas en base al Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010; IBGE/Diretoria de Pesquisas. Coordenação de População e Indicadores Sociais. Gerência de Estudos e Análises da Dinâmica Demográfica. Projeção da população do Brasil por sexo e idade para o período 2000-2060; INE (Bolivia), Censo Nacional de Población y Vivienda, 2012; DGEEyC, Secretaría Técnica de Planificación del Desarrollo Económico y Social Paraguay, Proyección de la Población Nacional, Áreas Urbana y Rural por Sexo y Edad, 2000-2025, Revisión 2015; INE (Venezuela), Censo 2011, Procesado con Redatam+SP, CEPAL/CELADE 2003-2013; INE (Uruguay), Estimaciones y proyecciones de población (revisión 2013).

Se conoce que la exposición a situaciones de vulnerabilidad a la violencia difiere según la raza y la condición étnica y/o de migrante, refugiada o desplazada, al tiempo que un embarazo puede incrementar la vulnerabilidad a la violencia, así como la discapacidad, la edad (niñez, adolescencia, vejez), la situación socioeconómica desfavorable, los conflictos armados y la privación de la libertad. Por lo tanto, correspondería que las políticas destinadas a visibilizar y revertir las prácticas que determinan la VCM/N sean analizadas en el contexto del Mercosur pues en él se inscribe una población de 147.346.929 mujeres que requieren la intervención coordinada de los Estados para revertir las tendencias históricas que han favorecido la inequidad.
Según el Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe (OIG) y teniendo en cuenta el concepto de autonomía que significa contar con la capacidad y con las condiciones específicas para tomar decisiones libres se delimitan tres tipos: 1) económica: sobre la capacidad y las condiciones específicas que tienen las mujeres para generar ingresos y recursos a partir del acceso al trabajo remunerado en igualdad de condiciones que los varones matizando los diferenciales sobre contribución económica de las mujeres a la economía y uso del tiempo; 2) en la toma de decisiones: sobre la capacidad y las condiciones específicas que tienen las mujeres para ocupar un espacio público en los distintos niveles de los poderes del Estado; 3) física: sobre la capacidad y las condiciones específicas que tienen las mujeres para detentar el respeto de sus derechos reproductivos y su derecho a vivir en un ambiente libre de violencia.
La autonomía como concepto político es un factor fundamental para garantizar el ejercicio de los derechos humanos ya que la libertad de las personas para ser, actuar y disponer de bienes en una sociedad constituye un hito para juzgar la calidad de la democracia ya que la autonomía de un grupo social no depende únicamente de la voluntad personal de quienes a él pertenecen. De modo que “para que alguien pueda saber qué quiere en su vida y cómo lograrlo, que se sienta con derecho a decir no, a incidir en su realidad para lograr sus proyectos, necesita un tipo de subjetividad” (Benavente y Valdés, 2014:19) que no depende sólo de su psiquismo pues los cambios en la estructura social se encuentran asociados con los de la estructura de la personalidad de ahí que, las modificaciones sean muy lentas.
Si la autonomía física de la población femenina se manifiesta en las capacidades de las mujeres y en las condiciones existentes de respeto (o no) de los derechos reproductivos y a vivir en un ambiente libre de violencia resulta clave conocer la situación de la legislación específica y analizar la tendencia de los indicadores seleccionados que visibilizan la situación de los países en términos comparativos.
Derechos sexuales y derechos reproductivos
La existencia de leyes que favorecen el acceso a la información y a los servicios de salud sexual y reproductiva para niñas, niños y adolescentes es fundamental para el ejercicio de tales derechos. El derecho a la salud sexual y reproductiva incluye, el derecho a la protección contra la violencia y el derecho de las mujeres, adolescentes, niñas y niños a decidir acerca de su cuerpo sin coacción ni violencia, a acceder a servicios, información y suministros económicamente asequibles y de buena calidad. En efecto, el Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo de 2013 destaca la importancia de implementar programas de salud sexual y salud reproductiva (Céspedes y Robles, 2016)
“que incluyan servicios amigables, con perspectiva de género, derechos humanos, intergeneracional e intercultural, y que garanticen el acceso a métodos anticonceptivos modernos, seguros y eficaces, respetando el principio de confidencialidad y privacidad, para que adolescentes y jóvenes ejerzan sus derechos sexuales y derechos reproductivos, tengan una vida sexual responsable, placentera y saludable, eviten los embarazos tempranos y los no deseados, la transmisión del VIH y otras infecciones de transmisión sexual; y tomen decisiones libres, informadas y responsables con relación a su vida sexual y reproductiva y al ejercicio de su orientación sexual”.

No obstante, el panorama del acceso a la salud sexual y reproductiva, entre las niñas y las adolescentes, deja ver luces y sombras ya que el embarazo en la adolescencia es un problema que persiste en la región, aunque la fecundidad femenina haya descendido.[footnoteRef:5]  [5:  En efecto, la tasa de fecundidad en adolescentes en América Latina y el Caribe es una de las más altas del mundo, solamente superada por los países del África subsahariana. En general, los países latinoamericanos y caribeños poseen una tasa de maternidad en adolescentes que está por encima del 12%, dato que tiende a ser más expresivo en el grupo de adolescentes de menores ingresos y menor nivel educativo según estimaciones del OIG.] 

En efecto, el uso de anticonceptivos para evitar el embarazo no deseado es una medida de política pública básica ya que existe una gran variabilidad en el uso de algún método anticonceptivo entre mujeres de 15 a 19 años entre países (Céspedes y Robles, 2016: 48-49). Sucede que un factor relevante en el acceso a servicios de salud sexual y reproductiva entre las adolescentes se relaciona con el requisito que se impone para su acceso: mientras países como Brasil y Uruguay consagran la autonomía de las adolescentes para acceder a estos servicios, Argentina, Chile, Perú y la República Bolivariana de Venezuela indican en sus reglamentaciones la necesidad de que las y los adolescentes cuenten con el consentimiento de sus padres o tutores legales para acceder a éstos (Céspedes y Robles, 2016: 50). 
Por otra parte, hay leyes que adoptan medidas más directas. Es el caso del Estado Plurinacional de Bolivia que mediante la Resolución Ministerial 426 de 2009 prevé la inclusión del misoprostol en la lista de medicamentos para que la población femenina cuente con medicina gratuita en la atención del embarazo y parto, a través del Seguro Universal Materno Infantil (SUMI) aunque todavía el porcentaje de mujeres adolescentes de 15-19 años que son madres alcanzó en ese país el 13% en 2012 (cuadro 2).
Cuadro 2. Maternidad adolescente y demanda insatisfecha de planificación familiar
[image: ]
               Fuente: Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, Cepal, UN.

Entre los países en estudio la situación más avanzada se da en Uruguay donde se sancionó la ley 18.987 en el año 2012, que no penaliza a ninguna mujer por la interrupción del embarazo cuando la misma se realiza durante las primeras doce semanas de gravidez. Así, el Estado uruguayo garantiza el derecho a la procreación consciente y responsable, reconoce el valor social de la maternidad, tutela la vida humana y promueve el ejercicio pleno de los derechos sexuales y reproductivos de toda la población de modo que dicha ley no constituye un instrumento de control de la natalidad (cuadro 3).




Cuadro 3. Condiciones legales de las mujeres en materia de derecho reproductivo: leyes sobre aborto. Países miembros del Mercosur, distintos años
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Fuente: Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, Cepal, UN.
Otro de los indicadores que reflejan la situación de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres es el porcentaje de mujeres en edad reproductiva, activas sexualmente y casadas o en unión consensual, que expresan no querer más hijos o que desean retrasar el siguiente embarazo y que no usan ningún método anticonceptivo. El concepto de demanda insatisfecha de planificación familiar alude a la brecha entre las intenciones reproductivas de la mujer y su comportamiento anticonceptivo. Según información del OIG, la demanda insatisfecha de planificación familiar ha disminuido en las últimas décadas en la mayoría de los países, lo que se expresa en la caída del promedio regional desde un 17,2% en 1990 a un 10,6% en 2013. Haití encabeza la lista de países con mayor demanda insatisfecha de planificación familiar, con un 35,3%, lo que significa que casi cuatro de cada diez mujeres no tienen acceso a métodos anticonceptivos. También presenta alto nivel de demanda insatisfecha Guyana, con un 28,5%. Entre los países del Mercosur, la población femenina en edad fértil —casada o en unión consensual— que exhibe mayor demanda corresponde a Bolivia y a Venezuela (cuadro 2).
Asimismo, según información del OIG, la tasa de mortalidad materna en los países de América Latina y el Caribe si bien muestran un importante descenso como promedio regional en los últimos años, desde 88 por cada 100.000 nacidos vivos en 2005, a 67 por cada 100.000 nacidos vivos en 2015 aún está lejos de la meta planteada en los ODM (Objetivos de Desarrollo del Milenio de Naciones Unidas). En el cuadro 4 se presenta la razón de mortalidad materna en los países del Mercosur indicando que la peor situación se registra en Bolivia y la mejor en Uruguay.

Cuadro 4. Razón de mortalidad materna (por cien mil). Países miembros del Mercosur
[image: ]
La estimación de mortalidad materna es realizada por el Grupo Inter-Agencial (MMEIG): Organización Mundial de la Salud (OMS), el Banco Mundial, El Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA), División de Población de Naciones Unidas (PNUD), El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y en colaboración con un Grupo Técnico Asesor (GTA).
Fuente: Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, Cepal, UN.

Derecho a vivir en un ambiente libre de violencia
Según informa el OIG, entre 2010 y 2015, el número de países de América Latina y Caribe que han tipificado el femicidio o feminicidio en sus leyes penales subió de cuatro a 17. En el cuadro 5 se presentan los países del Mercosur que tipifican la violación al derecho de las mujeres de vivir en un ambiente libre de violencia. Hasta el momento entre los seis países miembros del Mercosur únicamente Paraguay ha dejado fuera de sus ordenamientos jurídicos a dicha figura.
Entre estos seis países sobresale el caso de Brasil. Es necesario conocer que en el año 2006 en dicho país se sancionó la Ley 11.340 (Maria da Penha)[footnoteRef:6] que considera que el asesinato de una mujer por el hecho de ser mujer atenta, contra el derecho de todas las mujeres a vivir una vida sin violencia y obliga al Estado y a la sociedad toda a resguardar a las mujeres de la violencia doméstica y familiar, independientemente de su edad, clase social, raza, religión y orientación sexual. Es decir, en términos jurídicos, la violencia contra las mujeres dejó de ser un crimen privado de menor gravedad (Benavente y Valdés, 2014: 25-28) y como lo señala la ley venezolana se la debe reconocer como una forma extrema de violencia causada por el odio y el desprecio hacia la condición femenina. [6:  Sucede que en Brasil al igual que en otros países del Mercosur, los instrumentos con que se contaba eran insuficientes e inadecuados como se ve en el ejemplo referido al Código Penal de 1940 (Benavente y Valdés, 2014: 27) que exculpaba a los perpetradores de violencia sexual si estos se casaban con sus víctimas. Tal situación jurídica se revirtió en Uruguay mediante la Ley 17.938 del año 2005, que derogó el artículo 116 del Código Penal referido a la "Extinción de determinados delitos por matrimonio del ofensor con la ofendida".] 


Cuadro 5. Países miembros del Mercosur que tipifican el femicidio o feminicidio y homicidio agravado por razones de género, según nombre de la normativa, año y tipo penal creado
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Fuente: Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, Cepal, UN.

Según el Mapa da Violência 2015, elaborado por la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), se ha registrado un aumento del 54% en el número de homicidios de mujeres negras, pasando de 1.864, en 2003, a 2.875, en 2013. En el mismo periodo, la cantidad anual de homicidios de mujeres blancas cayó un 9,8%, pasando de 1.747 en 2003 a 1.576 en 2013.

Cuadro 6. Tasas de homicidio de mujeres (por 100 mil). Países del Mercosur, años alrededor de 2010
[image: ]
(*) corresponde al posicionamiento del país en relación a un total de 83 países del mundo. En Venezuela la tasa fue de 3,6 por mil (2007; 15º). Fuente: Mapa da Violência 2015. Homicídio de mulheres no Brasil; (b) Observatorio de Igualdad de Género -Cepal-.

Como indican las cifras relevadas por el OIG, actualmente Honduras es el país de la región con el mayor número total de femicidios (531 en 2014), alcanzando una tasa de un 13.3 femicidios por cien mil. Pero si se atiende al mapa de homicidio de mujeres de Brasil se tiene que Brasil ocupa el quinto puesto entre 83 países del mundo. 
En términos absolutos en 2014 en Argentina fueron asesinadas por motivos de género 225 mujeres, en Venezuela 74, en Paraguay 32 y en Uruguay 24. 
Un objetivo importante actualmente es mejorar la producción de información en la región, para dimensionar el problema y evaluar las respuestas que brindan las políticas públicas, el sistema de salud y las instituciones de la justicia.
Cierre
¿Cuál es el conflicto grupal que se procura zanjar mediante la visibilización de la situación de las mujeres, considerando que son objeto de prácticas discriminatorias vinculadas a su condición genérica? Para Norbert Elias "la efectividad del Estado en la protección de la persona, así como del ingreso o la propiedad de las mujeres, fue uno de los factores responsables de los cambios en el equilibrio de poder entre los sexos" (1998: 247) como lo es también en el presente. Es decir, la paridad relativa entre varones y mujeres se conecta con el desarrollo de la civilización de modo que es importante hablar del cambiante equilibrio de poder entre los sexos que se ha reavivado en nuestro tiempo. Pero según observa existe una tendencia a considerar los cambios en dicho equilibrio de manera voluntarista lo que representa un error pues, los cambios en el equilibrio de poder entre los sexos se comprenden mejor si se considera "el desarrollo global de la sociedad" (1998: 247). De modo que no parece desatinado visibilizar la situación de la población femenina del Mercosur ya que para revertir las tendencias históricas que han favorecido la inequidad se requiere la intervención coordinada de los Estados.
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Año  Descripción

Argentina   

Resolución 974, Ministerio de 

Salud

2012Establece la aprobación de la Guía de Procedimiento para la Atención de Pacientes que soliciten prácticas de aborto no punibles.

Recomendación General 002/07  2007Discriminación en la atención sanitaria de casos de abortos legales y tratamiento post aborto. El Programa promueve la incorporación de los servicios de aborto no punible en el 

marco de políticas integrales de salud sexual y reproductiva y, en especial, de la prevención y el manejo del embarazo no deseado.

Resolución 989, Ministerio de 

Salud y Ambiente de la Nación 

2005Aprueba la guía para el mejoramiento de la Atención Post Aborto. Guía de procedimientos para los profesionales de la salud que les permitan ofrecer a las mujeres una mejor 

calidad de atención desde una perspectiva integral, desde el episodio mismo de la interrupción del embarazo, hasta la puesta en práctica de la consejería y alternativas 

anticonceptivas, evitando el recurso a los abortos repetidos.

Ley 24.430, Constitución 

Nacional

1994Establece la constitucionalidad del derecho a la vida desde la concepción en los artículos 14, 16, 33, 43, 75.

Ley 11.179 (T.O. 1984 

actualizado), Código Penal

1984Los abortos permitidos por la ley se encuentran regulados en el artículo 86 del Código Penal, donde se establece que el aborto practicado por un médico con el consentimiento de 

la mujer embarazada, no es punible cuando el aborto se ha llevado a cabo con el fin de evitar un peligro para la vida o la salud de la madre y cuando el embarazo proviene de una 

violación o de un atentado al pudor cometido sobre una mujer idiota o demente, en cuyo caso se requiere el consentimiento de su representante legal. En los artículos 85 a 88 se 

explican las penas en que incurrirán quienes cometan aborto y en qué casos no será punible. Las penas por causar o incurrir en un aborto van de 6 meses a 2 años, y de 1 a 4 años.

Bolivia   

Resolución Ministerial 0426 2009A través del Documento Técnico- Normativo "Normas y protocolos clínicos sobre el empleo del misoprostol en ginecología y obstetricia", se aprueban las normas y protocolos de 

usos gineco-obstétricos del misopostrol y su inclusión en la lista de insumos básicos de medicamentos del Seguro Universal Materno Infantil (SUMI).

Decreto Ley 10.426 (23 de agosto 

de 1972). Código Penal 

Boliviano. Elevado al Rango de 

Ley (10 de marzo de 1997): Ley 

1.768. Cambios a la Ley 1.768 

referidos al Código Penal y 

actualización según Ley 2.494 (4 

de agosto del 2003)

1997Establece que el aborto está permitido para evitar poner en peligro la vida o la salud de la mujer, y también cuando el embarazo sea producto de violación, rapto, estupro o incesto 

(art. 266 del Código Penal). En los artículos 263-269 se explican las penas con las cuales se sanciona el aborto, que van desde la privación de libertad de dos a seis años, si el 

aborto fuere practicado sin el consentimiento de la mujer o si ésta fuere menor de diez y seis años; con privación de libertad de uno a tres años, si fuere practicado con el 

consentimiento de la mujer, con reclusión de uno a tres años, a la mujer que hubiere prestado su consentimiento. En caso de que el aborto con el consentimiento de la mujer fuere 

seguido de lesión, la pena será de privación de libertad de uno a cuatro años: y si sobreviniere la muerte, la sanción se agrava, y si del aborto no consentido resultare una lesión, se 

impondrá al autor la pena de privación de libertad de uno a siete años, si ocurriere la muerte, se aplicará la de privación de libertad de dos a nueve años. El artículo 265 establece 

refiriéndose al aborto, que si el delito fuere cometido para salvar el honor de la mujer, sea por ella misma o por un tercero con consentimiento de aquella, se impondrá reclusión de 

seis meses a dos años, agravándose la sanción en un tercio si sobreviniere la muerte de la mujer.

Brasil  

ADPF 54/DF 2012Admite la inconstitucionalidad de la interpretación según la cual la interrupción del embarazo de feto anencefálico sea conducta tipificada en los artículos 124, 126 e 128, incisos I 

y II, del Código Penal. Respalda el aborto legal de fetos comprobadamente anencefálicos.

Norma técnica Atenção 

Humanizada ao abortamento

2005Norma que garantiza la atención humanizada del aborto.

Decreto-Lei 5.452 actualizado a 

diciembre de 2010

1943Establece en el artículo  395  que las mujeres que se hayan practicado un aborto terapéutico o por causa de una violación, tiene derecho a un reposo de 2 semanas.

Decreto-Lei 3.688 1941Establece como falta en contra de las personas en el artículo 20 el hecho de publicitar o anunciar el procedimiento, substancia o cualquier objeto destinado a provocar un aborto.

Decreto-Lei 2.848, Código Penal 1940El artículo 128 del Código Penal postula que el aborto no será punible en dos circunstancias: cuando sea practicado por un médico en los casos que el embarazo es producto de 

violencia sexual, o cuando está en riesgo la vida de la madre. En los artículos 124 a 128 se explican las penas en que incurrirán quienes cometan, provoquen o induzcan el aborto. 

La mujer que se provoque un aborto a sí misma se le aplicará una pena de detención 1 a 3 años. Si es provocado por un tercero sin el consentimiento de la gestante será castigado 

con una pena de reclusión de 3 a 10 años. Quien provocase un aborto con consentimiento de la gestante será penado con reclusión de 1 a 4 años si la embarazada tiene menos de 14 

años, tiene alguna discapacidad mental o si el consentimiento fue obtenido mediante frauda, amenaza grave o violencia. Las penas de los artículos anteriores serán aumentadas en 1 

tercio, si al practicar el aborto la embarazada sufre lesiones corporales graves; y serán duplicadas si como consecuencia del aborto se produce la muerte de la mujer.

Paraguay 

Ley 1.160 Código Penal 1997Establece que el aborto no es penalizado en los casos que estén en peligro la vida o la salud de la madre, artículo 352. En los artículos 349 a 353, se explica los casos en que el 

aborto es punible y las penas a aplicar.

Venezuela 

Código Penal, con modificaciones 

los años 2000, 2005 y 2006

2000El aborto es penalizado en todas las circunstancias, excepto cuando existe amenaza a la vida de la mujer. Los artículos 432 a 435 detallan las penas a quienes cometan o practiquen 

un aborto. Se penaliza con prisión de seis meses a dos años a la mujer que intencionalmente se provoque un aborto. Quien provoque el aborto con el consentimiento de la mujer 

será castigado con prisión de doce a treinta meses, en caso de muerte de la mujer la pena será presidio de tres a cinco años. Si el aborto es causado sin el consentimiento o contra 

la voluntad de la mujer es penalizado con prisión de quince meses a tres años, en caso de provocarla muerte de la mujer la pena es de presidio de seis a doce años, en caso de que 

el culpable sea un facultativo de la salud la pena aumenta además de la suspensión del ejercicio de su carrera por el tiempo de la pena impuesta, en cambio no incurrirá en pena 

alguna el facultativo que provoque el aborto como medio indispensable para salvar la vida de la mujer. El artículo 436 establece que las penas disminuirán en la proporción de uno 

a dos tercios y el presidio se convertirá en prisión, cuando el autor del aborto lo hubiere cometido por causal de honor.

Uruguay 

Reglamentación de la Ley 18.987 

de Interrupción Voluntaria del 

Embarazo

2012Podrán acceder a la interrupción voluntaria del embarazo (IVE) las ciudadanas uruguayas naturales y legales, y las mujeres extranjeras con más de un año de residencia en el país. 

Sólo se podrá realizarse la IVE dentro de las 12 semanas de gravidez, salvo las siguientes excepciones: a) Cuando la gravidez implique un riesgo grave para la salud de la mujer; 

b) Cuando se verifique un proceso patológico, que provoque malformaciones incompatibles con la vida extrauterina; c) Cuando fuera producto de una violación. La ley asegura los 

principios y normas de confidencialidad, consentimiento informado y respeto a la autonomía de la voluntad para la persona y las instituciones médicas. El equipo interdisciplinario 

deberá: a) orientar y asesorar a la mujer en la prevención de futuros embarazos así como respecto a los programas de planificación familiar; b) entrevistarse con el progenitor, en el 

caso que la mujer haya dado su consentimiento; garantizar que el proceso de decisión de la mujer permanezca exento de presiones de terceros y abstenerse de asumir la función de 

denegar o autorizar la interrupción del embarazo, ni manifestar opiniones personales a favor o en contra de la decisión de la solicitante. Objeción de conciencia: podrán objetar de 

conciencia el personal médico y técnico que deba intervenir directamente en una interrupción de embarazo. El ejercicio de este derecho obliga al médico a derivar personalmente a 

la paciente a otro médico de manera de asegurar la continuidad de la atención. No pueden objetar de conciencia el personal administrativo, operativo y demás personal que no tenga 

intervención directa en el acto médico.

Ley 18.987, de Interrupción 

Voluntaria del Embarazo

2012La interrupción voluntaria del embarazo no será penalizada y en consecuencia no serán aplicables los artículos 325 y 325 bis del Código Penal, para el caso que la mujer cumpla 

con los requisitos establecidos en la ley y se realice durante las primeras 12 semanas de gravidez. A través de esta Ley, el Estado garantiza el derecho a la procreación consciente y 

responsable, reconoce el valor social de la maternidad, tutela la vida humana y promueve el ejercicio pleno de los derechos sexuales y reproductivos de toda la población, según lo 

establecido en el Capítulo I de la Ley 18.426, de 1º de diciembre de 2008.

Ley 18.426, Defensa del Derecho 

a la Salud Sexual y Reproductiva

2008A través de esta Ley, el Estado garantizará condiciones para el ejercicio pleno de los derechos sexuales y reproductivos de toda la población. A tal efecto, promoverá políticas 

nacionales de salud sexual y reproductiva, diseñará programas y organizará los servicios para desarrollarlos.

Código Penal, Ley 9.155 1933En los artículos 325 y 326 se explican las penas para quien causaré y se causase un aborto, en el artículo 327 sus circunstancias agravantes, y en el artículo 328 las causas 

atenuantes y eximentes. Las penas contempladas son: en caso que la mujer cause su aborto o lo consienta será castigada con prisión; a quién lo realice o colabore será castigado con  

prisión. Se penaliza el aborto de una mujer sin su consentimiento, en caso de que se produzca una lesión grave a la mujer, y si ocurre la muerte. En caso de que aborto se cometa por 

causal de honor la pena será disminuida de un tercio a la mitad, si el aborto se cometiere sin el consentimiento de la mujer, para eliminar el fruto de la violación, la pena será 

disminuida de un tercio a la mitad, y si se efectuare con su consentimiento será eximido de castigo. Si el aborto se cometiere sin el consentimiento de la mujer, por causas graves de 

salud, la pena será disminuida de un tercio a la mitad, y si se efectuare con su consentimiento o para salvar su vida, será eximido de pena.
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Miembros

Argentina Ley 26.791 2012Homicidio 

agravado

Tipifica el homicidio agravado de mujeres.

Bolivia Ley 348  2013Feminicidio Establece mecanismos, medidas y políticas integrales de prevención, atención, protección y reparación a las mujeres en situación de 

violencia, así como la sanción a los agresores, con el fin de garantizar a las mujeres una vida digna y el ejercicio pleno de sus derechos 

para Vivir Bien. Incorpora entre otros el femicidio en el Código penal, Art. 7 párrafo N°2.

Brasil Ley 13.104 2015Feminicidio Tipifica el feminicidio en el Código Penal. Se define como el homicidio "contra la mujer por razones de condición de sexo femenino", 

es decir,  cuando el crimen involucra a la violencia doméstica y familiar, y el menosprecio o discriminación a la condición de mujer. 

Las penas por femicidio aumenta en 1/3 (un tercio) hasta a 1/2 si el crimen fue perpetrado: I - durante el embarazo o en los 3 meses 

posteriores al parto; II - contra persona menor de 14 (catorce) años, mayor de 60 años o con deficiencia; III - en presencia de 

descendientes o ascendientes de la víctima.

Venezuela Ley de Reforma de la Ley 

Orgánica sobre el derecho de las 

mujeres a una Vida Libre de 

Violencia

2014Femicidio Modifica el artículo 15 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia acrecentando el femicidio 

como una de las formas de violencia de género en contra de las mujeres.La normativa entiende el femicidio como  una "forma extrema 

de violencia de género, causada por odio o desprecio a su condición de mujer, que degenera en su muerte, producidas tanto en el 

ámbito público como privado".

Uruguay Ley 19.538 2017Femicidio Modifícanse los arts. 311 y 312 del Código Penal, relacionados con actos de discriminación por la orientación sexual, identidad, de 

género, raza u origen étnico, religión o discapacidad y femicidio. Tipifica al femicidio contra una mujer por motivos de odio, desprecio 

o menosprecio, por su condición de tal.

Paraguay … … … …

Nombre de la norma  Año  Tipo penal Descripción
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Estados Miembros Año (a) Tasa (a) Posición* (a) Año (b) Tasa (b)

Brasil 2013 4,8 5º 2014 …

Uruguay 2010 2,0 20º 2014 1,4

Paraguay 2012 1,8 21º 2014 1,0

Argentina 2012 1,4 28º 2014 1,0

Bolivia (Estado plurinacional de) … … … 2014 …

Venezuela (República Bolivariana de) … … … 2014 0,5


image1.emf
Grupos  Brasil  Argentina Venezuela  (Rep. Bol. de) 

Bolivia (Est. 

Plur. de)  

Paraguay  Uruguay Estados

de edad 2012 2012 2015 2012 2012 2012  miembros

Etapas

Total mujeres

100.755.204 21.312.880 15.269.089 5.040.409 3.198.573 1.770.774 147.346.929

% 68,4 14,5 10,4 3,4 2,2 1,2 100,0

0- 4 7.508.175 1.780.362 1.327.162 533.654 340.765 114.637 11.604.755

Niñez 5-9 8.061.013 1.710.631 1.351.963 488.031 335.869 120.637 12.068.144

10-14 8.441.389 1.725.838 1.354.478 528.298 334.759 129.056 12.513.818

Adolescencia 15-19 8.438.804 1.764.945 1.324.989 546.999 325.917 133.352 12.535.006

20-24 8.477.244 1.716.459 1.296.040 485.588 305.642 125.886 12.406.859

25-29 8.815.493 1.612.356 1.291.399 410.102 274.833 120.448 12.524.631

30-34 8.418.481 1.591.036 1.213.768 381.634 231.037 122.348 11.958.304

Juventud 35-39 7.423.305 1.465.595 1.084.785 320.870 197.794 119.409 10.611.758

40-44 6.762.663 1.253.022 989.155 273.730 176.724 110.013 9.565.307

45-49 6.332.117 1.149.467 930.674 233.978 154.829 107.213 8.908.278

Madurez 50-54 5.597.419 1.088.298 828.266 203.694 133.288 105.328 7.956.293

55-59 4.637.953 1.004.551 670.163 164.897 111.199 95.692 6.684.455

60-64 3.680.353 899.708 507.184 145.410 84.727 83.012 5.400.394

65-69 2.750.179 752.391 382.265 106.431 63.065 74.421 4.128.752

Vejez 70-74 2.087.114 605.897 275.955 80.521 47.787 65.354 3.162.628

75-79 1.512.790 490.244 188.668 54.302 34.671 56.973 2.337.648

80-84 1.810.712 702.080 252.175 82.270 45.667 86.993 2.979.897

199.242.462 41.733.271 30.620.404 10.059.856 6.461.041 3.426.466 291.543.500

50,6 51,1 49,9 50,1 49,5 51,7 50,5

8.514.880 3.761.274 912.050 1.098.581 406.750 176.220 14.869.755

Total ambos sexos

% total mujeres del total 

ambos sexos

Superficie km2
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Mujeres adolescentes  Necesidades insatisfechas 

de 15 a 19 años de edad  en materia de planificación

que son madres, último   familiar, último periodo 

período disponible disponible 

Año Porcentaje Año Porcentaje

Bolivia (Estado plurinacional de) 2012 13,3 2008 20,1

Venezuela (República Bolivariana de) 2011 14,6 1998 19,8

Argentina 2010 13,0 … …

Paraguay 2002 12,1 2008 4,7

Brasil 2010 11,8 2006 6,0

Uruguay 2010 9,5 … …

Países


